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ANTECEDENTES 

JORGE LUIS ARREGOCES PRIETO, obrando por intermedio de apoderado judicial, 

instauró demanda contra INSTITUTO DE TRÁNSITO, TRANSPORTE Y MOVILIDAD 

DISTRITAL para que previo el trámite de un proceso ejecutivo laboral, se le ordene 

cancelar a su favor, los siguientes conceptos: 

 

 

Como soporte de sus pretensiones, afirmó: 
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DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA 

 

El A quo resolvió negar el mandamiento de pago deprecado tras señalar que: 
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APELACIÓN 

 

 

 

 

 

 

 

ALEGATOS DE CONCLUSIÓN 

 

PARTE DEMANDANTE: 

 

En lo relevante señaló: 

 

“Cabe aclarar lo siguiente: La certificación de la Tesorera del INSTRAMD es un acto 

administrativo, que goza de total validez, eficacia y presunción de legalidad. Dicho acto 

administrativo cumple con todas las características dispuestas en el artículo 422 del 

CGP: Es claro, expreso “puesto que certifica que la entidad no ha podido cancelar 

las obligaciones de sueldos del personal de planta correspondiente a los periodos 

julio a diciembre de 2018, discrimina el valor mes a mes generado valor 

$12.715.982” Es exigible debido a la naturaleza de la deuda, estamos hablando de 

salarios, los cuales cualquier empleador en sea público  o privado está obligado a 

su pago mes vencido, por tanto dicho documento a nuestro parecer se considera como 

título.  

 

Honorable magistrados este acto administrativo no requiere CERTIFICADO DE 

DISPONIBILIDAD PRESUPUESTAL para conformar el título, puesto que estamos frente 

a la deuda de unos salarios que se causaron como consecuencia de una vinculación 

laboral entre mi poderdante y el INSTRAMD, es decir, mi poderdante se desempeñaba en 

un empleo público el cual para su creación debía tener VIABILIDAD PRESUPUESTAL el 

cual garantiza el pago de salarios y demás emolumentos”. 
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CONSIDERACIONES 

En punto a desatar el asunto sometido a consideración, se tiene que a voces del artículo 

65 del CPT y SS, será apelable el auto que decide sobre el mandamiento ejecutivo, razón 

por la cual se habilita la competencia de esta Corporación Judicial para conocer del 

asunto. 

 

Junto con el libelo impetrado, el ejecutante allegó como título ejecutivo: 

Al tenor del artículo 100 del Código Procesal del Trabajo y Seguridad Social, concordante 

con el artículo 422 del Código General del Proceso: 

 

Pueden demandarse ejecutivamente las obligaciones expresas, claras y 

exigibles que consten en documentos que provengan del deudor o de su 

causante, y constituyan plena prueba contra él, o las que emanen de una 

sentencia de condena proferida por juez o tribunal de cualquier jurisdicción, o de 

otra providencia judicial, o de las providencias que en procesos de policía 

aprueben liquidación de costas o señalen honorarios de auxiliares de la justicia, 

y los demás documentos que señale la ley (Negrillas y subrayado fuera de texto). 
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Pues bien, respecto a los requisitos exigidos a fin de hacer efectiva una obligación vía 

ejecutiva tenemos que la misma será: 

 

CLARA: cuando consten en el documento todos los elementos que la integran, es decir, 

quien es el acreedor, el deudor y el objeto o prestación, los que deben estar perfectamente 

individualizados. 

 

La claridad no se pierde si el objeto de la obligación es determinable con los datos 

contenidos en el documento y sin necesidad de acudir a otros elementos probatorios. 

 

EXPRESA: cuando esté determinada sin lugar a dudas en el documento. Se carece de 

éste requisito cuando se deben hacer deducciones, explicaciones o cualquier otro tipo de 

operaciones mentales para establecer qué contiene la obligación. 

 

EXIGIBLE: es la calidad que coloca a la obligación en situación de pago solución 

inmediata, por no estar sometida a plazo o condición o modo, esto es por tratarse de una 

obligación pura, simple y declarada. 

 

Atendiendo lo anterior se concluye, que los documentos allegados con el libelo son 

insuficientes para establecer que concurren a cabalidad los requisitos de fondo de la 

obligación que se cobra, específicamente la exigencia de ser expresa y exigible, en tanto, 

no existe un documento emanado del deudor donde  se obligue a efectuar un pago en 

favor del demandante por determinado valor y dentro de un determinado plazo o bajo 

determinada condición; por tanto, tal documento solo puede ser tenido en cuenta como 

prueba dentro de un proceso declarativo, pero no como título ejecutivo pues, como se 

expuso, no contiene la manifestación expresa por parte de la demandada de obligarse en 

favor del ejecutante; consecuencialmente no se cumple con lo estipulado en el artículo 

422 del C.G.P. Veamos: 

ARTÍCULO 422. TÍTULO EJECUTIVO. Pueden demandarse ejecutivamente las 

obligaciones expresas, claras y exigibles que consten en documentos que provengan 

del deudor o de su causante, y constituyan plena prueba contra él, o las que emanen 

de una sentencia de condena proferida por juez o tribunal de cualquier jurisdicción, 

o de otra providencia judicial, o de las providencias que en procesos de policía 

aprueben liquidación de costas o señalen honorarios de auxiliares de la justicia, y los 

demás documentos que señale la ley. La confesión hecha en el curso de un proceso 

no constituye título ejecutivo, pero sí la que conste en el interrogatorio previsto en el 

artículo 184. 

Con base en lo anterior, resulta claro que no es viable dar aval al documento en cita, en 

tanto el mismo, no constituye título ejecutivo y consecuencialmente no presta mérito 

ejecutivo. 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1564_2012_pr004.html#184
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Dilucidado lo expuesto, finalmente se advierte al apelante que en aplicación de lo previsto 

en el artículo 430 del C.G.P., dentro de los cinco (5) días siguientes a la ejecutoria del auto 

que revoque el mandamiento de pago, o de la notificación al auto que dispone acatar lo 

resuelto por el superior, podrá presentar demanda ante el mismo juez a fin de iniciar un 

proceso declarativo. 

 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Riohacha, Sala Civil 

Familia Laboral,  

 

R E S U E L V E 

  

PRIMERO: CONFIRMAR en su integridad la decisión tomada por el JUZGADO  SEGUNDO 

LABORAL DEL CIRCUITO DE RIOHACHA, por las razones expuestas en la parte motiva. 

 

SEGUNDO: Costas en esta instancia a cargo del recurrente. Tásense en la suma de un 

salario mínimo legal mensual vigente. 

 

NOTIFIQUESE Y CÚMPLASE. 

 

APROBADO 

CARLOS VILLAMIZAR SUÁREZ 

Magistrado Ponente 

 

APROBADO 

PAULINA LEONOR CABELLO CAMPO 

Magistrada 

 

APROBADO 

JHON RUSBER NOREÑA BETANCOURTH 

Magistrado  


